
§4. Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público. 
 

MODIFICADA POR: 
Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, por el que se desarrolla 
parcialmente la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público 
(BOE núm. 118, de 15 de mayo de 2009) 

El Apéndice modifica los Anexos I y II de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público (págs. 399-407). 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

MODIFICADA POR: 
Orden EHA/3497/2009, de 23 de diciembre, por la que se hacen públicos 
los límites de los distintos tipos de contratos a efectos de la contratación 
administrativa a partir del 1 de enero de 2010 
(BOE núm. 313, de 29 de diciembre de 2009) 

• Artículo único.  

A partir del 1 de enero de 2010 las cifras que figuran en la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público, y en la Ley 31/2007, de 30 de 
octubre, sobre procedimientos de adjudicación de los contratos en los sectores del 
agua, la energía, los transportes y los servicios postales, en los artículos que se 
expresan a continuación deben ser sustituidas por las establecidas en el 
Reglamento (CE) n.º 1177/2009 de la Comisión, de fecha 30 de noviembre de 
2009, por el que se modifican, entre otras, las Directivas 2004/18/CE y 
2004/17/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que concierne a los 
umbrales de aplicación en los procedimientos de adjudicación de los contratos, en 
los siguientes términos: 

La cifra de 5.150.000 euros por la de 4.845.000 euros, en los artículos 
14.1, 17.1.a), 24.1, 125.1.a), 250.2 y disposición transitoria 7.ª, apartado 
primero letra b) y segundo de la Ley 30/2007 y en el artículo 16.b) de la Ley 
31/2007. 



La cifra de 206.000 euros por la de 193.000 euros, en el artículo 15.1.b), 
16.1.b), 17.1.b), 37.1, 38.1, 121.1, 138.3 y disposición transitoria 7.ª, 
apartados primero, letra b) y segundo de la Ley 30/2007. 

La cifra de 133.000 euros por la de 125.000 euros en el artículo 15.1.a) y 
16.1.a) de la Ley 30/2007. 

La cifra de 412.000 euros, por la de 387.000 euros, en los artículos 16.a) y 95.1 y 
2, de la Ley 31/2007. 

 

MODIFICADA POR: 
Real Decreto-ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la 
recuperación económica y el empleo 
(BOE núm. 89, de 13 de abril de 2010) 

• Artículo 4. Continuidad de los contratos públicos en determinadas situaciones 
concursales. 

Uno. Se modifica el apartado b) del artículo 49.1, de la Ley 30/2007, de 30 de 
octubre, de Contratos del Sector Público, que queda redactado en los siguientes 
términos (pág. 239): 

«b) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido 
declaradas insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declaradas en 
concurso, salvo que en éste haya adquirido la eficacia un convenio, estar 
sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitados conforme a la Ley 
22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de 
inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.» 

Dos. Se modifica el artículo 208.5, de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público, que queda redactado en los siguientes términos 
(pág. 326): 

«5. En todo caso el acuerdo de resolución contendrá pronunciamiento 
expreso acerca de la procedencia o no de la pérdida, devolución o 
cancelación de la garantía que, en su caso, hubiese sido constituida. Sólo se 
acordará la pérdida de la garantía en caso de resolución del contrato por 
concurso del contratista cuando el concurso hubiera sido calificado como 
culpable.» 

Tres. Se modifica el apartado b) del artículo 209.2, de la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público, que queda redactado en los 
siguientes términos (pág. 326): 

«b) Que el cedente tenga ejecutado al menos un 20 por ciento del importe 
del contrato o, cuando se trate de la gestión de servicio público, que haya 
efectuado su explotación durante al menos una quinta parte del plazo de 
duración del contrato. No será de aplicación este requisito si la cesión se 
produce encontrándose el adjudicatario en concurso aunque se haya abierto 
la fase de liquidación.» 



 

MODIFICADA POR: 
Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan medidas 
extraordinarias para la reducción del déficit público 
(BOE núm. 126, de 24 de mayo de 2010) 

• Artículo 13. Modificación de la Ley 30/2007, de 30 octubre, de Contratos del 
Sector Público. 

Se añade una nueva disposición adicional a la Ley de Contratos del Sector 
Público con la siguiente redacción (pág. 390): 

«Disposición adicional trigésimo cuarta. Adquisición Centralizada de 
medicamentos y productos sanitarios con miras al Sistema Nacional de 
Salud. 

Uno. Mediante Orden del Ministerio de Sanidad y Política Social, previo 
informe favorable de la Dirección General del Patrimonio del Estado, se 
podrá declarar de adquisición centralizada los suministros de medicamentos 
y productos sanitarios que se contraten en el ámbito estatal por los 
diferentes órganos y organismos. La contratación de estos suministros 
deberá efectuarse a través del Ministerio de Sanidad y Política Social. La 
financiación de los correspondientes contratos correrá a cargo del 
organismo o entidad peticionarios. Las competencias que el artículo 190 
atribuye a la Dirección General del Patrimonio del Estado y al Ministerio de 
Economía y Hacienda corresponderán en relación al suministro de 
medicamentos y productos sanitarios al Ministerio de Sanidad y Política 
Social. 

Las comunidades autónomas y las entidades locales, así como las entidades 
y organismos dependientes de ellas e integradas en el Sistema Nacional de 
Salud, podrán adherirse al sistema de adquisición centralizada estatal de 
medicamentos y productos sanitarios, para la totalidad de los suministros 
incluidos en el mismo o sólo para determinadas categorías de ellos. La 
adhesión requerirá la conclusión del correspondiente acuerdo con el 
Ministerio de Sanidad y Política Social. 

Dos. Los órganos de contratación de la Administración General del Estado, 
de las comunidades autónomas y de las entidades locales, así como las 
entidades y organismos dependientes de ellas e integradas en el Sistema 
Nacional de Salud, podrán concluir de forma conjunta acuerdos marco de 
los previstos en el artículo 180, con uno o varios empresarios con el fin de 
fijar las condiciones a que habrán de ajustarse los contratos de suministro 
de medicamentos y productos sanitarios que pretendan adjudicar durante 
un período determinado, siempre que el recurso a estos instrumentos no se 
efectúe de forma abusiva o de modo que la competencia se vea 
obstaculizada, restringida o falseada.» 

 

 

 



 

MODIFICADA POR: 
Ley 14/2010, de 5 de julio, sobre las infraestructuras y los servicios de 
información geográfica en España 
(BOE núm. 163, de 6 de julio de 2010) 

• Disposición adicional sexta. Modificación del artículo 83 de la Ley 30/2007, de 
30 de octubre, de Contratos del Sector Público, mediante la adición al mismo de 
un nuevo apartado 4. 

Se modifica el artículo 83 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 
Sector Público, añadiendo al mismo un nuevo apartado 4 del siguiente tenor 
(pág. 259): 

«4. En la concesión de obras públicas el importe de la garantía definitiva se 
calculará aplicando el 5 por ciento sobre el valor estimado del contrato, 
cuantificado con arreglo a lo establecido en el artículo 76.3. 

El órgano de contratación, atendidas las características y la duración del 
contrato, podrá prever en los pliegos, justificándolo adecuadamente, la 
posibilidad de reducir el importe de la garantía definitiva, una vez ejecutada 
la obra y durante el periodo previsto para su explotación. Sin perjuicio de 
otros criterios que puedan establecerse en los pliegos, esta reducción será 
progresiva e inversamente proporcional al tiempo que reste de vigencia del 
contrato, sin que pueda suponer una minoración del importe de la garantía 
por debajo del 2 por ciento del valor estimado del contrato.» 

 

MODIFICADA POR: 
Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de 
diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad 
en las operaciones comerciales 
(BOE núm. 163, de 6 de julio de 2010) 

• Artículo tercero. Modificación de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos 
del Sector Público. 

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 200 de la Ley de Contratos del 
Sector Público que pasa a tener la siguiente redacción (pág. 322): 

«4. La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los 
treinta días siguientes a la fecha de la expedición de las certificaciones de 
obras o de los correspondientes documentos que acrediten la realización 
total o parcial del contrato, sin perjuicio del plazo especial establecido en el 
artículo 205.4, y, si se demorase, deberá abonar al contratista, a partir del 
cumplimiento de dicho plazo de treinta días, los intereses de demora y la 
indemnización por los costes de cobro en los términos previstos en la Ley 
3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en las operaciones comerciales. Cuando no proceda la 
expedición de certificación de obra y la fecha de recibo de la factura o 
solicitud de pago equivalente se preste a duda o sea anterior a la recepción 
de las mercancías o a la prestación de los servicios, el plazo de treinta días 
se contará desde dicha fecha de recepción o prestación.» 



Dos. Se añade un nuevo artículo 200 bis con la siguiente redacción (pág. 
322): 

«Artículo 200 bis. Procedimiento para hacer efectivas las deudas de las 
Administraciones Públicas. 

Transcurrido el plazo a que se refiere el artículo 200.4 de esta Ley, los 
contratistas podrán reclamar por escrito a la Administración contratante el 
cumplimiento de la obligación de pago y, en su caso, de los intereses de 
demora. Si, transcurrido el plazo de un mes, la Administración no hubiera 
contestado, se entenderá reconocido el vencimiento del plazo de pago y los 
interesados podrán formular recurso contencioso-administrativo contra la 
inactividad de la Administración, pudiendo solicitar como medida cautelar el 
pago inmediato de la deuda. El órgano judicial adoptará la medida cautelar, 
salvo que la Administración acredite que no concurren las circunstancias 
que justifican el pago o que la cuantía reclamada no corresponde a la que 
es exigible, en cuyo caso la medida cautelar se limitará a esta última. La 
sentencia condenará en costas a la Administración demandada en el caso 
de estimación total de la pretensión de cobro.» 

Tres. Se añade una nueva disposición transitoria octava con la siguiente 
redacción (pág. 393): 

«Disposición transitoria octava. Plazos a los que se refiere el artículo 200 de 
la Ley. 

El plazo de treinta días a que se refiere el apartado 4 del artículo 200 de 
esta Ley, en la redacción dada por el artículo tercero de la Ley de 
modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, se 
aplicará a partir del 1 de enero de 2013. 

Desde la entrada en vigor de esta disposición y el 31 de diciembre de 2010 
el plazo en el que las Administraciones tienen la obligación de abonar el 
precio de las obligaciones a las que se refiere el apartado 4 del artículo 200 
será dentro de los cincuenta y cinco días siguientes a la fecha de la 
expedición de las certificaciones de obras o de los correspondientes 
documentos que acrediten la realización total o parcial del contrato. 

Entre el 1 de enero de 2011 y el 31 de diciembre de 2011, el plazo en el 
que las Administraciones tienen la obligación de abonar el precio de las 
obligaciones a las que se refiere el apartado 4 del artículo 200 será dentro 
de los cincuenta días siguientes a la fecha de la expedición de las 
certificaciones de obra o de los correspondientes documentos que acrediten 
la realización total o parcial del contrato. 

Entre el 1 de enero de 2012 y el 31 de diciembre de 2012, el plazo en el 
que las Administraciones tienen la obligación de abonar el precio de las 
obligaciones a las que se refiere el apartado 4 del artículo 200 será dentro 
de los cuarenta días siguientes a la fecha de la expedición de las 
certificaciones de obra o de los correspondientes documentos que acrediten 
la realización total o parcial del contrato.» 


